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Resumen 
 

 

Colombia, aunque no se adhirió a la Convención de la UNESCO de 2001 sobre 

patrimonio arqueológico sumergido, no es ajeno al tema; está bañado por dos 

océanos, y algunas de sus ciudades, fueron principales puertos para el transporte 

de mercancías y esclavos en épocas coloniales, puede especularse, que la 

riqueza arqueológica contenida en los mares, se encuentra en la misma 

proporción a la hallada en tierra firme, la diferencia es que, en gran parte, esos 

tesoros se encuentran escondidos, lo cual dificulta su exploración. Para 

contrarrestar esto, el ministerio de cultura impulsó proyecto de ley que incentiva a 

la empresa privada a realizar actividades exploratorias, investigativas, científicas y 

de explotación de esos recursos, así se expide la nueva Ley 1675 del 2013 que 

reglamenta los artículos 63, 70 y 72 de la Constitución Colombiana, referentes a 

los bienes patrimoniales y el deber del Estado hacia estos. Por ello, la mencionada 

ley “busca establecer las condiciones para proteger, visibilizar y recuperar el 

patrimonio cultural sumergido". Lo que se pretende es hacer un estudio de la 

regulación colombiana del Patrimonio Cultural Sumergido a la luz de los preceptos 

internacionales sobre el tema. 

 
 
 

Abstract 
 

 

Colombia, but not acceded to the UNESCO Convention of 2001 on submerged 

archaeological heritage , is no stranger to the subject , is bathed by two oceans , 



and some of its cities were major ports for the transport of goods and slaves in 

colonial times , it can be speculated that the archaeological wealth contained in the 

seas, is in the same proportion to that found on the mainland, the difference is that 
 

, in large part, these treasures are hidden , making it difficult to scan. To counter 

this, the ministry of culture promoted bill encourages private enterprise to conduct 

exploratory , investigative , scientific and exploitation of these resources activities, 

the new law regulating 1675 2013 Articles 63 and 70 is issued 72 of the Colombian 

Constitution , relating to the assets and the duty of the State towards these . 

Therefore, the said Act " seeks to establish the conditions to protect , visualize and 
 

retrieve the underwater cultural heritage ." The aim is to make a study of the 

Colombian regulation of the Submerged Cultural Heritage in the light of the 

international precepts on the subject. 

 
 
 

 

The aim is to make a study of the Colombian regulation of the Submerged Cultural 

Heritage in the light of the international precepts on the subject. 
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Introducción 

 

La identidad de un individuo, grupo o pueblo están definidas por una serie de 
 

componentes esenciales que lo distinguen y lo definen como único frente a la 
 

totalidad de los otros pueblos existentes, este conjunto de características propias 



tanto de carácter social como cultural es lo que se conoce como “identidad 

cultural”. 

 

En este sentido afirma Molano (2007) “el concepto de identidad cultural encierra 

un sentido de pertenencia a un grupo social con el cual se comparten rasgos 

culturales, como costumbres, valores y creencias” (p.73). 

 

El mismo autor agrega que 
 

 

La identidad cultural de un pueblo viene definida históricamente a través de 

múltiples aspectos en los que se plasma su cultura, como la lengua, instrumento 

de comunicación entre los miembros de una comunidad, las relaciones sociales, 

ritos y ceremonias propias, o los comportamientos colectivos, esto es, los sistemas 

de valores y creencias (...) Un rasgo propio de estos elementos de identidad 

cultural es su carácter inmaterial y anónimo, pues son producto de la colectividad 

(Varas, 2000. p43). 

 

La identidad cultural, se desarrolla de manera compleja y problémica dentro del 

núcleo estructural de las sociedades actuales, lo que se presenta como algo único, 

subjetivo y diferenciado esencia del concepto de identidad, se enfrenta a procesos 

de naturaleza antagónicas propias de la globalización como base funcional y 

estructural de las sociedades actuales. 

 

Estos procesos propios de la globalización, tienen como base fundamental la 

superación de las estructuras o formas diferenciadoras de los estados y de los 

individuos que lo conforman; la masificación de las comunicaciones; la interacción 

o articulación de los mercados nacionales a los mercados internacionales; la 



creación de tendencias sociales de características intercontinentales, son 

fenómenos que están diseñados para cimentar una sociedad global cultural y 

socialmente homogenizada que responda a las exigencias mismas del mercado 

mundial. 

 

Esta situación surge como una preocupación de carácter internacional, pues 

remite a la existencia misma de los estados, es decir; la identidad es lo que 

permite la comunión de personas alrededor de un símbolo, una creencia o unas 

tradiciones que permiten diferenciarse y asumir como propia una bandera, un 

territorio o un país. 

 

La identidad cultural, va ligada a elementos tanto de carácter material como 

metafísicos o no materiales, que configuran o sirven de base para la aceptación de 

una cosmología propia de un pueblo, estos elementos constitutivos tienen ciertas 

características esenciales que los hacen capaces de sostener y desarrollar en el 

individuo, sociedad o pueblo una relación de pertenencia tanto con este como con 

su entorno. 

 

Esfuerzos de carácter nacional e internacional, han desarrollado a una serie de 

herramientas jurídicas para la protección de esos elementos tanto materiales 

como no materiales que configuran y desarrollan en sí mismo el concepto de 

identidad cultural, los cuales han sido definidos por la comunidad internacional a 

través de distintos pactos y convenios internacionales, bajo el concepto de 

“patrimonio cultural”. 



El Patrimonio Cultural de un pueblo comprende las obras de sus artistas, 

arquitectos, músicos, escritores y sabios, así como las creaciones anónimas, 

surgidas del alma popular, y el conjunto de valores que dan sentido a la vida, es 

decir, las obras materiales y no materiales que expresan la creatividad de ese 

pueblo; la lengua, los ritos, las creencias, los lugares y monumentos históricos, la 

literatura, las obras de arte y los archivos y bibliotecas (UNESCO, 1982). 

 

La Constitución moderna, vista desde una perspectiva de análisis de naturaleza 

universal, configura en sí misma los lineamientos dogmáticos en los que 

descansan una multiplicidad de valores, principios y derechos, los cuales han de 

servir como criterios de orientación necesarios para la conformación de cualquier 

Estado democrático moderno.(Salgado,2017)1 

Colombia, en concordancia con su marco normativo constitucional, adopta dentro 

de su legislación interna estas herramientas de protección al patrimonio cultural 

del Estado, por medio de la ratificación de un conjunto de convenios y pactos 

internacionales que se configuran posteriormente como normas de naturaleza 

constitucionales, que definirán la relación del Estado con los elementos 

denominados patrimonio cultural. 

 

El Estado Colombiano ha ratificado la gran mayoría de instrumentos 

internacionales destinados a la protección del Patrimonio Cultural entre los que se 

encuentran: 

 

                                                                     
1 Salgado González, Alvaro (2017). Constitución y Derechos Humanos. Revista Jurídica Mario Alario D’Filippo, IX 
(18), pág 21-30. 



 Ley 45 de 1983, por medio de la cual Colombia adhiere a la Convención de 

Patrimonio Mundial, Cultural y Natural (Unesco, 1972).


 Ley 63 de 1983, por medio de la cual Colombia adhiere a la Convención 

sobre las medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir la 

importación, la exportación y la transferencia de propiedad ilícitas de bienes 

culturales (Unesco, 1970).



 Ley 340 de 1996, por medio de la cual Colombia adhiere a la Convención 

para la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado 

(Unesco, 1954).


 Ley 899 de 2004, por la cual se aprueba el 2° Protocolo de la Convención 

de la Haya de 1954 para la Protección de Bienes Culturales en Caso de 

Conflicto Armado.


 Ley 1037 de 2006, por medio de la cual Colombia adhiere a la Convención 

para la Salvaguardia del Patrimonio Inmaterial (Unesco, 2003).


 Ley 1304 de 2009, por medio de la cual se aprueba el Convenio de Unidroit 

sobre los Bienes Culturales Robados o Exportados Ilícitamente, firmado en 

Roma el 24 de junio de 1995.

 

Otras convenciones como la adoptada por la UNESCO 2001 en relación con estos 

bienes, la cual regula y define una serie de lineamientos y estrategias de 

protección, tratamiento y explotación de manera especial de dichos bienes, 

prohibiendo su enajenación o explotación por parte de particulares, además de 

establecer un sistema de apoyo y vigilancia internacional al tratamiento de los 

mismos; no fue reconocida por el Estado colombiano al considerar la comisión 

sexta del Senado que la firma de la convención, traería consecuencias 

perjudiciales particularmente de la aplicación del principio de conservación in situ, 

en contraposición al reconocido derecho de salvamento o de rescate de 

naufragios, reconocido por la Convención de las Naciones Unidas sobre el 

Derecho del Mar( Rengifo,2009). 



Adicionalmente a la ratificación de los anteriores instrumentos internacionales en 

Colombia, para la protección del Patrimonio Cultural de carácter material e 

inmaterial, en el año 2013 se expidió la Ley 1675, la cual reglamenta los artículos 

63, 70 y 72 de la Constitución Política. Esta norma fue objeto de revisión 

constitucional a través de las sentencias C 264 del veintinueve (29) de abril de dos 

mil catorce (2014), C 553 del veintitrés (23) de julio de dos mil catorce (2014) y C 

572 de treinta (30) de julio de dos mil catorce (2014). 

 

De los 23 artículos de la referida Ley fueron declarados inexequibles varios 

preceptos relacionados con los criterios que conceptúan el Patrimonio Cultural 

Sumergido, que fueron analizados y tachados de inconstitucionales en un ejercicio 

previo de investigación titulado “Patrimonio cultural sumergido en Colombia”, del 

cual fueron presentados avances como ponencia en el “IX Encuentro de la red de 

centros y grupos de investigación y socio jurídica NODO caribe” el año 2014 en la 

ciudad de Valledupar, Colombia1. 

 

No obstante lo anterior, en esta oportunidad, se pretende llamar la atención sobre 

la concordancia de la regulación colombiana en materia del Patrimonio Cultural 

Sumergido con los preceptos internacionales analizando los que se han ratificado 

e integran el ordenamiento jurídico colombiano dentro del bloque de 

constitucionalidad y aquellos que no se han ratificado, no obstante que implican la 

 
 

1 Este avance de Investigación hace parte del estudio que realiza la línea de Investigación de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales del Grupo Derecho del Trabajo y Seguridad Social 
sobre las normas de conservación y su cumplimiento a través del Semillero de Investigación de 
Patrimonio Histórico y Cultural. Investigador principal: Josefina Quinterio Lions. Auxiliares de 
Investigación: William Noriega López, Elisa Daniela Ortiz Ruiz, Cheryl Morris Rada, Roberto 
Guerrero Barcos, Mericcy Vásquez, Margarita Díaz Padilla, Tatiana Rodríguez Nieto.  



tendencia hacia la que mira el mundo globalizado y desarrollado, que 

indiscutiblemente nos llevan años luz en avances científicos. Lo anterior en aras 

de contribuir al debate jurídico sobre la insuficiente regulación colombiana frente a 

la temática, que puede en últimas, resultar de difícil aplicación en la práctica 

social, o dejar vacíos que pudieren significar una disminución del patrimonio 

cultural. 

 

Así mismo, se pretende que la presente propuesta sirva como avance en el 

desarrollo de la investigación “Patrimonio cultural sumergido en Colombia” para la 

consecución de su objetivo de analizar las repercusiones que trae la Ley 1675 de 

2013 en la protección del patrimonio sumergido colombiano, a la luz de los 

presupuestos Constitucionales sobre el tema y las referencias internacionales 

acerca del mismo. 

 

De conformidad con lo anterior, surge de esta propuesta investigativa y núcleo 

problémico la formulación de la siguiente pregunta problema: ¿Cuál es la relación 

existente entre la normatividad colombiana y la regulación internacional 

relacionada con el Patrimonio Cultural Sumergido? 

 

Frente a dicho cuestionamiento, se traza como objetivo general: Analizar la 

regulación colombiana del Patrimonio Cultural Sumergido a la luz de los preceptos 

internacionales sobre el tema. 

 

Para el cumplimiento de lo anterior, se establecen como objetivos específicos: 

Identificar las normas internacionales sobre Patrimonio Cultural Sumergido 

Determinar la aplicabilidad de la normatividad internacional sobre Patrimonio 

Cultural Sumergido en razón a las ratificaciones llevadas a cabo por Colombia 



Estudiar la normatividad colombiana sobre Patrimonio Cultural Sumergido 

comparada con la normatividad internacional aplicable al país. 

 

En la literatura internacional existen diversos estudios que se han encargado de 

analizar la normativa existente sobre patrimonio cultural sumergido, guardando 

diferencias con la presente investigación, por lo que la actual se torna novedosa, 

exploratoria. 

 
Ahora bien, en análisis del objeto de estudio se encontraron una serie de 

investigaciones al respecto, a saber, el estudio Protección Jurídica del Patrimonio 

cultural Subacuático frente al expolio (Ruiz, 2015) analiza la legislación 

internacional proferida por la UNESCO, la legislación española, italiana, francesa, 

portuguesa y colombiana en cuanto al patrimonio cultural sumergido y los 

mecanismos de protección para evitar el expolio del patrimonio cultural 

subacuático. Dicho estudio de derecho comparado, luego de estudiar tres 

decisiones judiciales alrededor del mundo, señala que se está avanzando hacia la 

protección del patrimonio cultural sumergido alrededor del mundo. No obstante, 

los jueces están decidiendo con normas distintas a las de índole cultural; por lo 

que, si bien se están protegiendo los bienes culturales, aún no se ha enfrentado 

en el mundo jurídico el derecho de salvamento y hallazgos al descubrimiento y 

recuperación de restos arqueológicos subacuáticos, propiamente, en el entendido 

de que el primero tiene un origen económico y el segundo, un origen 

conservacionista cultural. 

 
En sentido similar, la investigación titulada Colombia: El rescate de un patrimonio 

económico y cultural, el Galeón San José (Arana, 2013) es un estudio de las 

diferencias suscitadas entre el Glocca Morra Co (ahora Sea Search Armada – 



SSA) como descubridora del posible lugar donde los ingleses habrían hundido al 

San José y Colombia, país al que pertenece el territorio donde se encuentra. 

Concluye el estudio que la falta de una legislación específica de patrimonio cultural 

sumergido que señale con claridad lo que se considera patrimonio cultural y en 

qué casos se autoriza su búsqueda y rescate, es lo que ha impedido solucionar 

dicha controversia jurídica. 

 
El estudio Patrimonio cultural subacuático en Brasil: Pensamientos Varios 

(Rambelli & A funari, 2007) se encarga del estudio del patrimonio cultural 

subacuático en dicho país, el contraste con la tradición de origen 

aventurera/lucrativa de mercenarios y la legislación de dicho país, concluyendo 

que el patrimonio existente en esa nación se encuentra en riesgo de desaparecer 

producto de las intervenciones inadecuadas, por lo que es pertinente defender la 

necesidad de una transformación cultural que auspicie la protección del patrimonio 

y permita obtener beneficios a las comunidades tradicionales locales, en su 

contribución a las investigaciones arqueológicas realizadas, a partir de los 

servicios prestados a los sitios arqueológicos, investigadores y turistas. 

 
De igual forma, el estudio titulado La protección del patrimonio cultural subacuático 

tras la reforma del Código Penal de 2015 y el debate en torno al galeón San José 

(Germán, 2017) se encargó de analizar la protección brindada por la ley Orgánica 

1/2015 y el posterior hallazgo del Galéon San José en aguas de Colombia, como 

acto que pone en evidencia la complejidad de la protección del patrimonio cultural 

sumergido y la necesidad de analizar el estado actual de protección penal. 

Concluye el estudio que lo que se requiere es establecer un Derecho de mejora y 



prevención a la destrucción del patrimonio cultural de forma irreparable, antes que 

establecer sanciones para quienes ocasionen su expolio. 

 
En contraste, el estudio Patrimonio cultural sumergido: Investigar y conservar para 

el futuro (Martín, 2003) realiza un estudio sobre el desarrollo de la concepción del 

patrimonio cultural sumergido desde su concepción misma hasta su realidad 

cambiante, analizando frente a la legislación como tal, que “los hechos van por 

delante de las leyes” para establecer que se evidencia poca o insuficiente 

legislación al respecto. 

 
Por otra parte, teniendo en cuenta que la investigación que se pone de presente 

tiene como objetivo analizar la normatividad internacional del patrimonio cultural 

sumergido, así como su aplicabilidad, interpretación y/o protección en la 

normatividad colombiana, en aras de establecer paralelos que permitan identificar 

la manera idónea de interpretación, aplicación, y los principios que sea pertinente 

primar, en caso de posible colisión de derechos y/o principios; se hace un breve 

análisis del concepto de patrimonio cultural sumergido y el debate teórico, 

alrededor del objeto de estudio. 

 

El concepto de patrimonio cultural es sumamente amplío, comprende variedad de 

componentes que van desde la riqueza artística, arquitectónica, histórica, lo 

material e inmaterial, los aspectos etnológicos, arqueológicos, documentales, 

subacuáticos, tradiciones orales, entre otros; todos aquellos aspectos que una 

comunidad ha producido y la concepción del entorno de dicha colectividad (Ciselli, 

2011). Es entonces, el patrimonio, el legado de producciones tutelado en virtud de 

ser considerado fundamental en la construcción de la identidad de los pueblos. 



El patrimonio cultural sumergido representa entonces, aquel legado de 

producciones considerado fundamental para la identidad de los pueblos, que se 

encuentra bajo el agua, que comprende tantos aspectos en sí mismo, que para 

definirlo, autores han indicado que el patrimonio cultural sumergido “es un recurso 

con valores científicos, históricos, culturales, e incluso materiales importantes” 

(Martín, 2003). 

 

El patrimonio sumergido como restos arqueológicos que son, los pecios (pedazos 

o fragmentos de naves que han naufragado) y demás objetos hallados en el fondo 

del lecho marino, así como restos de antiguas tribus que hayan quedado bajo el 

mar, pueden aportarnos gran cantidad de conocimientos sobre los orígenes de 

nuestros antepasados, métodos de construcción, actividades económicas, y un sin 

fin de datos para adicionar a los museos y libros de historia del mundo. 

 

Por otro lado, los cazatesoros ejercen una profesión de búsqueda en el fondo del 

mar de bienes preciados, como son las monedas, lingotes de oro y plata, en 

creciente aumento como modelo de negocio, en pro de la identificación y 

recuperación del conocimiento histórico y el valor económico de bienes públicos 

que de no ser hallados se perderían (Gordon, 2012). Dichos cazatesoros se 

encuentran amparados por la antiquísima profesión de piratas y el derecho de 

salvamento contemplado en la convención de la Unesco sobre el mar. 

 

En este sentido, algunos estudiosos han señalado que las normas sobre 

salvamento y hallazgos con las dedicadas a la protección de los objetos 

arqueológicos e históricos se encuentran en colisión. 



En el salvamento marítimo prima el interés económico, como quiera que lo que el 

salvador aspira es la obtención de una recompensa. En un sentido similar y 

aunque en menor medida, en el hallazgo también prima un interés económico del 

propietario que le interesa que no se pierdan los bienes salvados intentando 

preservar la propiedad (derecho real) de los mismos (Ruiz, 2015). 

 

Siguiendo ese orden de ideas, se tiene que el Patrimonio Cultural sumergido 

“solamente debe considerarse como medio para acrecentar el conocimiento y 

enriquecer la cultura de los pueblos que lo conservan y de la sociedad en general 

que puede llegar a disfrutarlo” (Martín, 2003). En consecuencia, deben existir 

políticas de conservación y protección adecuadas, partiendo del hecho de que 

dichos recursos son finitos y no renovables que, de desaparecer, no existe forma 

alguna de restaurarlos y se agotan a mayor velocidad de la que se producen como 

quiera que pertenecen a tiempos pasados. 

 

En contraste, La Arqueóloga Riera (2016) señala que la norma 1 del Anexo de la 

convención sobre la protección del Patrimonio Cultural Sumergido prioriza la 

conservación in situ frente a la extracción y conservación de los restos en un 

laboratorio, a menos que la conservación ex situ sea compatible con la protección 

de los restos, o que esta acción contribuya al conocimiento y realce del patrimonio. 

 

Delgadillo & Zapata (2007) agregan al debate existente en torno al patrimonio 

cultural, una tercera vía, alterna a los saqueos constantes por parte de buzos, 

pescadores y empresarios, como patrón creciente en el mundo y los esfuerzos por 

conservar y preservar el patrimonio para aprovecharlo en actividades educativas y 



económicas. Dicha tercera vía, se encuentra fundada en el componente biológico 

y ecológico inherente al patrimonio histórico sumergido, entendiendo que el mismo 

se constituye en hábitat artificial para la permanencia de gran diversidad de vida 

marina y su potencial en investigación, para lo cual, habrá que impulsar estudios 

interdisciplinarios que propendan por una adecuada gestión y utilización del 

patrimonio. 

 

El actual avance de investigación, inicialmente se enmarca en un estudio 

normativo que implica análisis de derechos en un contexto de diálogo democrático 

y ciudadano en Cartagena. 

 

Por otra parte, debido a que el de tema es de poco acceso para el conocimiento 

público, la investigación llega a ser de alcance exploratorio, descriptivo y serias 

pretensiones de llegar a ser explicativo. Su enfoque es cualitativo ya que los 

resultados tienen implicaciones en la construcción y/o reafirmación de la 

conciencia histórica y cultural de Cartagena y del país, en su ciudanía. Esto, desde 

el punto de vista teórico, por lo cual se considera de tipo iusfilosófica, pues 

pretende evaluar el contenido esencial de la norma a la luz de los principios que 

deben enmarcar la conservación del patrimonio que legitimen la actividad 

normativa. Se usará la revisión bibliográfica, el análisis jurisprudencial, la 

hermenéutica jurídica, el método analítico sintético y fuentes de información 

secundarias. 



Normas internacionales relacionadas con el Patrimonio Cultural Sumergido 

 

Convenio sobre la protección de las instituciones artísticas y científicas y de 

 

los monumentos históricos. 
 
 
 
 

 

El antecedente más remoto de una regulación internacional relacionada con el 

Patrimonio Cultural sumergido en sentido amplio, y más específicamente referente 

al patrimonio cultural en el mundo, es el Pacto Roerich (Convenio sobre la 

protección de las instituciones artísticas y científicas y de los monumentos 

históricos, 1935) el cual pretendió que los tesoros culturales sean respetados y 

protegidos en tiempo de guerra y de paz. Al respecto, se aprobó que fueran 

respetados y protegidos, en todo momento las instituciones dedicadas a la 

conservación de los elementos de cultura, los museos e instituciones culturales, 

entre otros (Art. 1º) lo que generó la primera base formal, de la protección al 

patrimonio cultural en el mundo. 

 
 
 

 

La Convención para la protección de los bienes culturales en caso de 

 

conflicto armado 
 
 
 
 

 

En consonancia con lo anterior, La Convención para la protección de los bienes 

culturales en caso de conflicto armado (UNESCO, 1954) establece en su 

motivación “que los daños ocasionados a los bienes culturales pertenecientes a 



cualquier pueblo constituyen un menoscabo al patrimonio cultural de toda la 

humanidad, puesto que cada pueblo aporta su contribución a la cultura mundial”, 

con lo que se vislumbra la intención de las naciones que componen el mundo por 

establecer la protección e aquellos bienes culturales, independientemente de su 

origen y propietario, entre los cuales se encuentran: bienes muebles o 

inmuebles, que tengan gran importancia para el patrimonio cultural de los 

 
pueblos, tales como los monumentos de arquitectura, de arte o de historia, 

religiosos o seculares, los campos arqueológicos, los grupos de construcciones 

que por su conjunto ofrezcan un gran interés histórico o artístico, las obras de arte, 

manuscritos, libros y otros objetos de interés histórico, artístico o arqueológico, así 

como las colecciones científicas y las colecciones importantes de libros, de 

archivos o de reproducciones de los bienes antes definidos (art. 1º); entre otros. 

 

La anterior definición da cuenta de una descripción sumamente amplía e 

integradora de todos aquellos bienes que pueden ser considerados culturales, en 

atención al “patrimonio cultural de los pueblos” y que, en consecuencia, han de ser 

salvaguardados y respetados, adoptando las medidas que se consideren 

pertinentes. 

 

Es imperante señalar, que en el artículo 4º de dicho tratado, los estados partes se 

comprometen a prohibir, impedir y a hacer cesar, en caso de ser necesario, 

cualquier acto de robo, pillaje, ocultación o apropiación de bienes culturales, bajo 

cualquier forma que se practique, así como todo acto de vandalismo respecto de 

dichos bienes. 



Convenio cultural europeo con el objeto de adoptar una política de acción 

 

común encaminada a salvaguardar la cultura europea y fomentar su 
 

desarrollo 
 
 
 
 

 

Mientras tanto, Europa suscribió su propio convenio cultural europeo (Convenio 

Cultural Europeo Número 018 del Consejo de Europa, 1954) con el objeto de 

adoptar una política de acción común encaminada a salvaguardar la cultura 

europea y fomentar su desarrollo. Si bien, el objeto central de este acuerdo es el 

estudio y conservación de las lenguas de la historia y de la civilización de las 

partes y de la civilización común, se desarrollan acuerdos relacionados con los 

bienes culturales que inciden en dicha conservación. En ese orden de ideas, el 

artículo 5º contempla que “cada parte contratante considerará los objetos que 

tengan un valor cultural europeo que se encontraren colocados bajo su vigilancia 

como parte integrante del patrimonio cultural común de Europa, tomará las 

medidas necesarias para conservarlos y facilitará el acceso a los mismos”. 

 
 
 

 

Convención sobre las medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir 

 

la importación, la exportación y la transferencia de propiedad ilícitas de 

 

bienes culturales 
 
 
 
 

 

Ahora bien, 16 años después, se aprueba la Convención sobre las medidas que 

deben adoptarse para prohibir e impedir la importación, la exportación y la 



transferencia de propiedad ilícitas de bienes culturales (UNESCO, 1970) 
 

inscribiendo en su motivación: “considerando que los bienes culturales son 
 

uno de los elementos fundamentales de la civilización y de la cultura de los 

 

pueblos, y que sólo adquieren su verdadero valor cuando se conocen con la 

mayor precisión su origen, su historia y su medio” y “que para evitar esos peligros2 

es indispensable que todo Estado tenga cada vez más conciencia de las 

obligaciones morales inherentes al respeto de su patrimonio cultural y del de 

todas las naciones” (ambas negrillas fuera del texto) deciden suscribir el citado 

 

convenio. 
 

 

Acto seguido, se declaran bienes culturales 
 

 

los objetos que, por razones religiosas o profanas, hayan sido expresamente 

designados por cada Estado como de importancia para la arqueología, la 

prehistoria, la historia, la literatura, el arte o la ciencia y que pertenezcan a las 

categorías enumeradas a continuación: 

 

a) Las colecciones y ejemplares raros de zoología, botánica, 

mineralogía, anatomía, y los objetos de interés paleontológico; 

 

b) Los bienes relacionados con la historia, con inclusión de la historia de 

las ciencias y de las técnicas, a la historia militar y la historia social, 

así como con la vida de los dirigentes, pensadores, sabios y artistas 

nacionales y con los acontecimientos de importancia nacional;  

 
c) El producto de las excavaciones (tanto autorizadas como 

clandestinas) o de los descubrimientos arqueológicos; 

 
d) Los elementos procedentes de la desmembración de monumentos 

artísticos o históricos y de lugares de interés arqueológico. 
 
 

 
2 Se refiere al peligro de robo, excavación clandestina y exportación ilícita de bienes culturales.

 



e) Antigüedades que tengan más de 100 años, tales como inscripciones, 

monedas y sellos grabados; 

 
f) El material etnológico; 

 

g) Los bienes de interés artístico como cuadros, pinturas y dibujos, 

producciones originales de arte estatuario y de escultura, grabados, 

estampas y litografías originales, conjuntos y montajes artísticos 

originales. 

 
h) Manuscritos raros e incunables, libros, documentos y publicaciones 

antiguos de interés especial (histórico, artístico, científico, literario, 

etc.) sueltos o en colecciones; 

 
i) Sellos de correo, sellos fiscales y análogos, sueltos o en colecciones; 

 

j) Archivos, incluidos los fonográficos, fotográficos y cinematográficos; 

 

k) Objeto de mobiliario que tengan más de 100 años e instrumentos de 

música antiguos. (UNESCO, 1970) 

 

Como se puede evidenciar en los ejemplos citados, los bienes culturales cada vez 

van integrando más elementos, los cuales son protegidos, de conformidad con el 

artículo 5º de dicha convención, fomentando proyectos de textos legislativos y 

reglamentarios que permitan la protección del patrimonio cultural restringiendo 

importaciones, exportaciones y/o transferencias de propiedad ilícitas de los bienes 

culturales; creando un inventario nacional de protección; desarrollando 

instituciones científicas y técnicas necesarias para conservar y valorizar los bienes 

culturales; organizar el control de las excavaciones arqueológicas, garantizar la 

conservación “in situ” de determinados bienes culturales; ejercer acciones 

educativas para estimular y desarrollar el respeto al patrimonio cultural de todos 

los Estados y velar porque se dé la publicidad apropiada a todo caso de 



desaparición de un bien cultural, estableciendo sanciones
 administrativas y 

 

penales a aquellos que atenten contra las prohibiciones contenidas en el convenio. 
 
 
 
 
 
 

Recomendaciones de seguimiento al compromiso adquirido en la 

 

convención para la protección de los bienes culturales 
 
 
 
 

 

Tres años después, la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 

Ciencia y la Cultura, establece unas recomendaciones (UNESCO, 1973) de 

seguimiento al compromiso adquirido en la convención para la protección de los 

bienes culturales en caso de conflicto armado (La Haya, 1954) haciendo énfasis 

en estudiar las medidas prácticas que podrían tomarse en el plano nacional e 

internacional para reducir los peligros que corren las obras de arte, fomentar la 

actividades de organizaciones internacionales no gubernamentales especializados 

en la conservación y valorización del patrimonio cultural de la humanidad, 

organizar programas de formación de especialistas de los museos y monumentos 

y estimular las investigaciones, etc. 

 

De manera adicional agrega una definición interesante del patrimonio cultural, 

señalando que 

 

las consecuencias de las agresiones de un país contra otro y de la guerra civil, 

no sólo las sufren los países agredidos, sino toda la humanidad, por cuanto el 

patrimonio cultural y natural de un país es, en esencia, el fruto del trabajo y la 

sabiduría del hombre en su constante interrelación con el medio, es decir, con la 

vida misma (UNESCO, 1973) 



 
 

 

Convención sobre la defensa del patrimonio arqueológico, histórico y 

 

artístico de las naciones americanas 
 
 
 
 

 

Ahora bien, tal como Europa había realizado su propio tratado, en aras de 

garantizar la integración y conservación de su patrimonio cultural, la Organización 

de Estados Americanos promovió la Convención sobre la defensa del patrimonio 

arqueológico, histórico y artístico de las naciones americanas definiendo los 

bienes culturales como aquellos que se incluyen en las siguientes categorías: 

 

a) Monumentos, objetos, fragmentos de edificios desmembrados y 

material arqueológico, pertenecientes a las culturas americanas 

anteriores a los contactos con la cultura europea, así como los restos 

humanos, de la fauna y flora, relacionados con las mismas; 

 
b) Monumentos, edificios, objetos artísticos utilitarios, etnológicos, 

íntegros o desmembrados, de la época colonial, así como los 

correspondientes al siglo XIX; 

 
c) Bibliotecas y archivos; incunables y manuscritos; libros y otras 

publicaciones, iconografías, mapas y documentos editados hasta el 

año de 1850; 

 
d) todos aquellos bienes de origen posterior a 1850 que los Estados 

Partes tengan registrados como bienes culturales, siempre que hayan 

notificado tal registro a las demás Partes del tratado; 

 
e) todos aquellos bienes culturales que cualesquiera de los Estados 

Partes declaren o manifiesten expresamente incluir dentro de los 

alcances de esta Convención. (OEA, 1976) 



Dichos bienes culturales, son declarados objeto de máxima protección a nivel 

internacional, considerando ilícita cualquier exportación e importación, salvo 

autorización expresa con fines de promoción del conocimiento de las culturas 

nacionales que realice el Estado propietario. 

 
 
 

 

Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar 
 
 
 
 

 

En contraste, las Naciones Unidas se unen para redactar la reconocida 

Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (Naciones Unidas, 

1982), la cual, es necesario analizar teniendo en cuenta que hasta el momento 

histórico analizado, el mundo sólo se ha preocupado por reglar las relaciones de 

bienes culturales y patrimonio cultural, más no ha desarrollado análisis alguno en 

relación con los bienes subacuáticos, entre los que se incluyen aquellos bienes 

sumergidos en el mar, a excepción del hasta esta fecha muy reciente convenio 

internacional sobre búsqueda y salvamento marítimos, el cual pasaremos a 

analizar próximamente. 

 

La convención sobre el Derecho del Mar, tiene su origen en tres aspectos 

principalmente: Primero, el deseo de solucionar de manera cooperativa las 

cuestiones relativas al derecho del mar como contribución importante al 

mantenimiento de la paz, justicia y progreso para los pueblos del mundo; segundo, 

la necesidad de establecer un orden jurídico para los mares y océanos que facilite 

la comunicación internacional y promueva, entre otros aspectos, la utilización 



eficiente de sus recursos, el estudio, la protección y preservación del medio 

marino y de sus recursos vivos; y tercero, que la normatividad presente contribuye 

a la realización de un orden económico internacional justo que salvaguarda los 

intereses de toda la humanidad, en especial, las necesidades especiales de los 

países en desarrollo. 

 

Bajo esta óptica y de conformidad con lo avanzado en el marco teórico del 

presente trabajo de investigación, se instaura el contraste entre el derecho al 

salvamento y el derecho a la conservación del patrimonio cultural con preferencia 

de ser preservado “in situ”, toda vez que el artículo 303 de la citada convención se 

refiere a los objetos arqueológicos e históricos hallados en el mar, de la siguiente 

manera: 

 

1. Los Estados tienen la obligación de proteger los objetos de carácter 

arqueológico e histórico hallados en el mar y cooperarán a tal efecto. 

 
2. A fin de fiscalizar el tráfico de tales objetos, el Estado ribereño, al 

aplicar el artículo 33, podrá presumir que la remoción de aquellos de 

los fondos marinos de la zona a que se refiere ese artículo sin su 

autorización constituye una infracción, cometida en su territorio o en 

su mar territorial, de las leyes y reglamentos mencionados en dicho 

artículo. 

 
3. Nada de lo dispuesto en este artículo afectará a los derechos de 

los propietarios identificables, a las normas sobre salvamento u 

otras normas del derecho marítimo o a las leyes y prácticas en 

materia de intercambios culturales. 

 

4. Este artículo se entenderá sin perjuicio de otros acuerdos 

internacionales y demás normas de derecho internacional relativos a 



la  protección  de  los  objetos  de  carácter  arqueológico  e  histórico. 
 

(Naciones Unidas, 1982, pág. 165) (negrillas fuera del texto original) 
 
 
 
 
 
 

 

Convenio internacional sobre búsqueda y salvamento marítimo 
 
 
 
 

 

Para entender mejor lo resaltado en referencia a las normas sobre salvamento, 

nos permitimos analizar el convenio internacional sobre búsqueda y salvamento 

marítimo (1979) el cual es inspirado en la importancia de desarrollar y fomentar 

actividades relativas a la seguridad en el mar mediante el establecimiento de un 

plan internacional de búsqueda y salvamento marítimos consecuente con las 

necesidades del tráfico marítimo, con el objeto de prestar auxilio a las personas 

que se hallen en peligro en el mar. 

 

Al respecto, desarrolla dicha normatividad que “se recomienda que las partes 

dispongan lo necesario para que sus servicios de búsqueda y salvamento sean 

capaces de dar pronta respuesta a las llamadas de socorro”, y acto seguido, 

que “las partes garantizarán que se preste auxilio a cualesquiera personas 

 

que se hallen en peligro en el mar” (negrillas fuera del texto original) lo que 

aplica independientemente de la nacionalidad o condición jurídica de dichas 

personas o las circunstancias en que se encuentren (Convenio Internacional sobre 

Búsqueda y Salvamento Marítimos, 1979). 



Lo resaltado advierte, que la intención normativa guarda relación intrínseca con la 

concepción de peligro, ante el cual se encuentran las personas y bienes a bordo 

de un buque. 

 

Convención para la Unificación de ciertas reglas relativas al auxilio y 

 

salvamento marítimo 
 
 
 
 

 

Ahora bien, la normatividad estudiada tiene un precedente y un desarrollo 

posterior. Con respecto al precedente, la Convención para la Unificación de ciertas 

reglas relativas al auxilio y salvamento marítimo (1910) establece que “todo acto 

de auxilio o de salvamente que haya tenido un resultado útil, dará lugar a una 

remuneración equitativa” entendiendo que dicha remuneración no podrá ser mayor 

que el valor de los objetos salvados, y que de si el servicio prestado resultare 

inútil, no habrá pago alguno (Artículo 3º). 

 
 
 

 

Nuevamente, de conformidad con el artículo 1º de esta normatividad, el mismo es 

aplicable al auxilio y salvamento de buques de mar en peligro, de objetos que 

se encuentren a bordo, del flete y del precio del pasaje, así como los servicios de 

la misma naturaleza, prestados entre navíos de mar y buques de navegación 

interior. 



 
 
 
 
 
 

 

Convenio Internacional sobre salvamento marítimo 
 
 
 
 

 

En contraste, la norma que desarrolla el convenio de 1979, es el Convenio 

Internacional sobre salvamento marítimo (1989), el cual modifica, precisamente, el 

convenio de 1910 dejando claro que la operación de salvamento es “todo acto o 

 

actividad emprendido para auxiliar o asistir a un buque o para salvaguardar 

cualesquiera otros bienes que se encuentren en peligro en aguas 

navegables o en cualesquiera otras aguas” (Artículo 1º). 

 

De igual forma, se establece el concepto de daños al medio ambiente como 

aquellos “daños materiales que afecten considerablemente a la salud del ser 

humano, a la flora o la fauna marinas o a los recursos marinos que se encuentren 

en aguas costeras o interiores o en las aguas adyacentes a éstas, ocasionados 

por contaminación, impurificación, incendio, explosión u otros sucesos graves de 

análoga importancia” (Artículo 1º). 

 

En el artículo 12º establece la posibilidad de que exista remuneración cuando las 

operaciones de salvamento no han producido un resultado útil, siempre que de 

esa manera se disponga por las partes. 

 

El artículo 13º establece los criterios para determinar la recompensa, la cual se 

fijará con miras a alentar las operaciones de salvamento: 



a. El valor del buque y otros bienes salvados; 

 

b. La pericia y los esfuerzos desplegados por los salvadores para evitar 

o reducir al mínimo los daños al medio ambiente; 

 
c. La medida del éxito logrado por el salvador; 

 

d. La naturaleza y el grado del peligro; 

 

e. La pericia y los esfuerzos desplegados por los salvadores para salvar 

el buque, otros bienes o vidas humanas; 

 
f. El tiempo empleado, los gastos efectuados y las pérdidas sufridas por 

los salvadores; 

 
g. El riesgo de incurrir en responsabilidad y demás riesgos que hayan 

corrido los salvadores o su equipo; 

 
h. La prontitud con que se hayan prestado los servicios; 

 

i. La disponibilidad y la utilización de buques o de otro equipo 

destinados a operaciones de salvamento; 

 

j. El grado de preparación y la eficacia del equipo del salvador, así como 

el valor del mismo. 

 

Por otro lado, en el artículo 19º se establece que: “los servicios que se presten no 

obstante la prohibición expresa y razonable del propietario o del capitán del buque, 

o del propietario de cualesquiera otros bienes en peligro que no estén ni hayan 

estado a bordo del buque, no darán lugar a pagos en virtud del presente 

convenio”. 

 

Lo anterior, significa que se requiere de acuerdo entre las partes para que pueda 

nacer a la vida jurídica el contrato de salvamento, a excepción de la asistencia 

obligatoria de la cual es merecedora toda tripulación en riesgo. 



 
 
 
 
 
 

 

Convenio Europeo sobre la protección del patrimonio Arqueológico 
 
 
 
 

 

Por otro lado, el Convenio Europeo sobre la protección del
 patrimonio 

 

Arqueológico  (1992) define  como  elementos del patrimonio  arqueológico  todo 

 

aquel resto, objeto, y cualquier otra huella dejada por la humanidad en 

 

épocas pasadas que cumpla con los siguientes requisitos: 
 

 

a. Que su conservación y estudio ayuden a reconstruir la historia 

de la humanidad y su relación con el entorno natural. 

 
b. Que las principales fuentes de información sobre dichos restos y 

huellas sean la realización de excavaciones o descubrimientos y 

otros métodos de investigación de la humanidad y su entorno, 

 
c. Que estén localizados dentro del territorio de las partes. 

 

El patrimonio arqueológico incluirá estructuras, construcciones, grupos de 

edificios, obras de ingeniería civil, objetos transportables y monumentos de 

cualquier otro tipo, así como su contexto, sea sobre tierra o bajo el agua. 

(Negrillas fuera del texto original) (Convenio Europeo sobre la protección del 

Patrimonio Arqueológico, 1992) (Artículo 1º) 

 

Se refleja entonces como antecedente directo de la protección del patrimonio 

arqueológico (por ende, cultural) subacuático dicha normatividad europea, la cual 

establece los criterios de identificación, así como las medidas de protección que 

han de considerarse, como se pasa a explicar. 



A saber, el artículo 3º establece el compromiso de cada estado parte por poner en 

marcha procedimientos de autorización y supervisión de actividades arqueológicas 

con el fin de impedir sustracciones ilícitas de elementos del patrimonio 

arqueológico, así como asegurar que dichas excavaciones y prospecciones 

arqueológicas se realicen de manera científica, priorizando la protección, 

conservación y control del patrimonio. 

 

Por otro lado, dicha normativa establece compromisos en aras de auspiciar la 

participación de arqueólogos en los planes de desarrollo urbanístico que guarden 

interés arqueológico, así como “tomar medidas para la conservación, in situ 

cuando sea posible, de los elementos del patrimonio arqueológico que se 

descubran durante la realización de cualquier tipo de obras” (Artículo 4º). De igual 

forma, se establecen incentivos financieros a la investigación y conservación 

arqueológicos, acciones educativas en aras de generar sensibilización pública, 

normas de prevención de circulación ilícita de elementos de patrimonio 

arqueológico, entre otros aspectos. 

 
 
 

 

Convenio sobre los bienes culturales robados o exportados ilícitamente 
 
 
 
 

 

En otra escena más intergubernamental, el Instituto Internacional para la 

Unificación del Derecho Privado (UNIDROIT) (1995) llevó a cabo un convenio 

sobre los bienes culturales robados o exportados ilícitamente, con el objeto de 

establecer un marco regulador para las demandas de carácter internacional 



relacionadas con la restitución de bienes culturales robados o la devolución de 

bienes culturales desplazados del territorio de un Estado contratante en infracción 

de su derecho regulador de la exportación de bienes culturales con miras a la 

protección de su patrimonio cultural. 

 

Al respecto, la normatividad mencionada precisa que “se considera robado un bien 

cultural obtenido de una excavación ilícita, o de una excavación lícita pero 

conservado ilícitamente, si ello es compatible con el derecho del Estado donde se 

ha efectuado la excavación” (Artículo 3º) y establece las reglas procedimentales 

de rigor, para garantizar las restituciones que de dicho trámite se deriven. 

 
 
 

 

Convención sobre la protección del patrimonio cultural subacuático 
 
 
 
 

 

En consonancia con todo lo anterior, seis años después, la Convención sobre la 

protección del patrimonio cultural subacuático (2001) es la normativa referente al 

objeto de la presente investigación. Esta normatividad se motivó en el 

reconocimiento de “la importancia del patrimonio cultural subacuático como parte 

integrante del patrimonio cultural de la humanidad y elemento de particular 

importancia en la historia de los pueblos, las naciones y sus relaciones mutuas en 

lo concerniente a su patrimonio común” (UNESCO, 2001). 

 

Empero, dentro de sus consideraciones se encuentra, además, el derecho del 

público “a gozar de los beneficios educativos y recreativos que depara un acceso 



responsable y no perjudicial al patrimonio cultural subacuático in situ y de que 

la educación del público contribuye a un mejor conocimiento, aprecio y protección 

de ese patrimonio” (UNESCO, 2001) (Negrillas fuera del texto original). 

 

Asimismo, parte de la necesidad de: 
 

 

 Responder de manera adecuada al posible impacto negativo sobre el 

patrimonio cultural subacuático de actividades legítimas que puedan 

afectarlo de manera fortuita,


 La preocupación por la creciente explotación comercial del 

patrimonio cultural subacuático especialmente en actividades de 

compraventa o intercambios de los mismos.


 Mejorar la eficacia de las medidas internacionales, regionales y de 

los estados con el objeto de preservar in situ el patrimonio cultural 

subacuático o, de ser necesario para fines científicos o su 

protección, de proceder de manera sumamente cuidados a su 

recuperación. (UNESCO, 2001)

 

Dicho lo anterior, la normativa señalada entiende por patrimonio cultural 

subacuático 

 

todos los rastros de existencia humana que tengan un carácter cultural, 

histórico o arqueológico, que hayan estado bajo el agua, parcial o 

totalmente, de forma periódica o continua, por lo menos durante 100 años, 

tales como: (i) los sitios, estructuras, edificios, objetos y restos humanos, 

junto con su contexto arqueológico y natural; (ii) los buques, aeronaves, 

otros medios de transporte o cualquier parte de ellos, su cargamento u otro 

contenido, junto con su contexto arqueológico y natural; y (iii) los objetos 



de carácter prehistórico. Artículo 1º (Convención sobre la protección del 

patrimonio cultural subacuático, 2001) 

 

Lo anterior, a excepción de los cables y tuberías tendidos en el fondo del mar, así 

como aquellas instalaciones que no siendo cables y tuberías se encuentren 

colocadas en el fondo del mar y permanezcan en uso. 

 

Acto seguido, la normatividad pasa a definir dos conceptos que son transversales 

para el presente estudio, como lo son las actividades dirigidas al patrimonio 

cultural subacuático y las que afectan de manera fortuita al patrimonio cultural 

subacuático, de la siguiente manera: 

 

Por “actividades dirigidas al patrimonio cultural subacuático” se entiende las 

actividades cuyo objeto primordial sea el patrimonio cultural subacuático y que 

puedan, directa o indirectamente, alterarlo materialmente o causarle cualquier 

otro daño. Por “actividades que afectan de manera fortuita al patrimonio cultural 

subacuático” se entiende las actividades que, a pesar de no tener al 

patrimonio cultural subacuático como objeto primordial o secundario 

puedan alterarlo materialmente o causarle cualquier otro daño. Artículo 1º 

(Convención sobre la protección del patrimonio cultural subacuático, 2001). 

 

A continuación, la normatividad precitada, establece como opción prioritaria, antes 

de autorizar cualquier actividad dirigida a esos bienes: la preservación in situ del 

patrimonio cultural subacuático, así como el compromiso expreso de que este 

patrimonio no podrá ser objeto de explotación comercial. 

 

Al respecto del debate precitado con anterioridad sobre el derecho al salvamento y 

el patrimonio cultural, esta normatividad expresa en su artículo 4º que: 

 

Ninguna actividad relacionada con el patrimonio cultural subacuático a la 

que se aplica la presente Convención estará sujeta a las normas sobre 



salvamento y hallazgos, a no ser que: (a) esté autorizada por las autoridades 

competentes, y (b) esté en plena conformidad con la presente Convención, y (c) 

asegure que toda operación de recuperación de patrimonio cultural subacuático 

se realice con la máxima protección de éste. 

 

De conformidad con lo anterior, se tiene que la Convención sobre la protección del 

patrimonio cultural subacuática de 2001 se aplica de manera preferente ante las 

normas de salvamento y hallazgos, a menos que se evidencien las causas que 

dan lugar a las citadas excepciones. 

 

De manera adicional, establece los mecanismos de administración de dichas 

actividades en las zonas de jurisdicción del mar territorial; las formas de 

notificación; la posibilidad de imponer sanciones con respecto a las infracciones de 

las medidas de protección contenidas en la convención; la posibilidad de adoptar 

medidas de incautación y disposición del patrimonio cultural subacuático; 

disposiciones de cooperación y utilización compartida de la información con 

referencia al deber de protección y gestión del patrimonio cultural; el auspicio de 

toma de medidas de sensibilización del público, programas de formación en 

arqueología subacuática, técnicas de preservación, entre otras. 

 
 
 

 

Convenio Marco sobre el valor del patrimonio cultural para la sociedad 

 

(2005) 
 
 
 
 

 

A continuación, el Consejo de Europa aprobó un nuevo Convenio Marco sobre el 

valor del patrimonio cultural para la sociedad (2005) en el que profundiza el marco 



paneuropeo de cooperación para poner en práctica los principios previamente 

aprobados en las convenciones del consejo de Europa citadas. 

 

Al respecto, es menester resaltar diferentes aspectos que desarrollan los 

preceptos analizados. 

 

En primer lugar, la citada convención reconoce que los derechos referentes al 

patrimonio cultural son inherentes al derecho a tomar parte en la vida cultural, 

consagrado en la Declaración Universal de Derechos Humanos; subraya que el 

objetivo de la conservación del patrimonio cultural y de su uso sostenible es el 

desarrollo de las personas y la calidad de vida. 

 

En segundo lugar, genera una nueva definición al patrimonio cultural 

entendiéndose como el “conjunto de recursos heredados del pasado que las 

personas identifican, con independencia de a quién pertenezcan, como reflejo y 

expresión de valores, creencias, conocimientos y tradiciones propios y en 

constante evolución” (Artículo 2º) (Convenio Marco del Consejo de Europa sobre 

el valor del Patrimonio Cultural para la Sociedad, 2005). 

 

En tercer lugar, establece derechos y obligaciones relativas al patrimonio cultural 

dentro de los cuales destacan: 

 

a) toda persona, por sí sola o en común, tiene derecho a beneficiarse del 

patrimonio cultural y a contribuir a su enriquecimiento; 

 
b) incumbe a todos, por sí solos o en común, respetar el patrimonio cultural de 

los demás tanto como el propio y, en consecuencia, el patrimonio común 

europeo; 



c) el ejercicio del derecho al patrimonio cultural sólo puede someterse a las 

limitaciones necesarias en una sociedad democrática para la protección del 

interés público y los derechos y libertades de los demás. (Artículo 4º) (Convenio 

Marco del Consejo de Europa sobre el valor del Patrimonio Cultural para la 

Sociedad, 2005) 

 
 
 
 
 
 
 

 

La Convención sobre la protección y promoción de la Diversidad de las 
 

Expresiones Culturales 
 
 
 
 

 

Finalmente, el recorrido normativo internacional objeto del presente acápite, 

comprende a la Convención sobre la protección y promoción de la Diversidad de 

las Expresiones Culturales (UNESCO, 2005) la cual no responde directamente al 

objeto de estudio de la presente investigación. No obstante, se incluye, porque da 

cuenta de la última intención mundial de considerar un patrimonio común de la 

humanidad y su intencionalidad de ser valorada y respetada por todos, como 

derecho universalmente reconocido, en contraste con las distintas afirmaciones de 

otros estamentos internacionales que han citado de manera similar al patrimonio 

cultural. 

 

En ese orden de ideas, se resalta de dicha normativa que “la diversidad cultural 

constituye un patrimonio común de la humanidad que debe valorarse y 

preservarse en provecho de todos” (UNESCO, 2005) y en consonancia, 

 

establece unos derechos y obligaciones relacionados con su
 protección y 



promoción, la promoción de la cooperación internacional que facilite la diversidad 

de las expresiones culturales, la integración de la cultura como objetivo estratégico 

del desarrollo sostenible, entre otros aspectos. 

 
 
 
 
 
 
 

 

Aplicabilidad de la normatividad internacional sobre Patrimonio Cultural 

 

Sumergido en razón a las ratificaciones, adhesiones o aceptaciones llevadas 

 

a cabo por Colombia. 
 
 
 
 

 

Luego de la identificación de las normas de carácter internacional relativas al 

Patrimonio Cultural Sumergido, determinar en este capítulo las ratificadas, 

adheridas o aceptadas por el Estado Colombiano en dicha materia. Es pertinente 

precisar que los actos internacionales antes mencionados tienen los mismos 

efectos jurídicos, toda vez que de acuerdo con la Convención de Viena sobre el 

derecho de los tratados (ONU, 1969) “se entiende por "ratificación", "aceptación", 

"aprobación" y "adhesión", según el caso, el acto internacional así denominado por 

el cual un Estado hace constar en el ámbito internacional su consentimiento en 

obligarse por un tratado”. 

 

El Patrimonio Cultural Sumergido, hace parte del Patrimonio Cultural como gran 

género conceptual, frente al cual Colombia ha ratificado, aceptado y adherido una 

serie de convenciones internacionales. 



En 1983 aprobó la Convención para la Protección del Patrimonio Mundial Cultural 

y Natural (ONU, 1972) mediante la Ley 45 de (1983). Posteriormente en 1986 con 

la Ley 63 de (1986) aprobó la Convención sobre las medidas que deben adoptarse 

para prohibir e impedir la importación, la exportación y la transferencia de 

propiedad Ilícitas de bienes culturales (ONU, 1970). Mediante la Ley 16 de (1992) 

se ratificó el Convenio entre la República de Colombia y la República del Perú 

para la protección, conservación y recuperación de bienes arqueológicos, 

históricos y culturales (1989), después se adhirió a la Convención para la 

Protección de los Bienes Culturales en caso de conflicto Armado y reglamento 

para la aplicación de la Convención (ONU, 1954) y al Protocolo a la Convención 

para la protección de los Bienes Culturales en caso de conflicto armado (ONU, 

1954), mediante la Ley 340 (1996). Así mismo, en el año 2000, se ratificó el 

Convenio entre las Repúblicas de Colombia y del Ecuador para la recuperación y 

devolución de Bienes Culturales robados (1996), mediante la Ley 587 (2000). 

 

Finalmente, la última convención sobre la materia fue adherida en el año 2013, 

esto es la Convención sobre la protección y la promoción de la diversidad de las 

expresiones culturales (ONU, 2005) por medio de la Ley 1516 de (2012). 

 

Las normas internacionales indicadas, hacen parte de la regulación internacional 

de carácter general sobre Patrimonio Cultural aplicables al país, esto es, no tratan 

específicamente del Patrimonio Cultural Subacuático toda vez que el único 

instrumento internacional, especial sobre la materia, es la Convención de 2001, la 

cual no fue ratificada, adherida o aceptada por Colombia. 



En el orden nacional, no obstante, se reglamentó la materia a través de la ley 1675 

(2013) contemplando el patrimonio cultural sumergido como parte del patrimonio 

arqueológico y propiedad de la Nación. 

 

Define que 
 

 

“el Patrimonio Cultural Sumergido está integrado por todos aquellos bienes 

producto de la actividad humana, que sean representativos de la cultura que se 

encuentran permanentemente sumergidos en aguas internas, fluviales y 

lacustres, en el mar territorial, en la zona contigua, la zona económica exclusiva y 

la plataforma continental e insular, y otras áreas delimitadas por líneas de base. 

Hacen parte de este patrimonio los restos orgánicos e inorgánicos, los 

asentamientos, cementerios y toda evidencia física de grupos humanos 

desaparecidos, restos humanos, las especies náufragas constituidas por las 

naves o artefactos navales y su dotación, sus restos o partes, dotaciones o 

elementos yacentes dentro de estas, cualquiera que sea su naturaleza o estado, 

y cualquiera sea la causa de la inmersión, hundimiento, naufragio o echazón. 

Artículo 2º (Ley 1675, 2013)” 

 

Dicha definición concuerda con las definiciones realizadas por la normatividad 

internacional citada. 

 

De manera similar a lo contemplado en la convención sobre la protección del 

patrimonio cultural subacuático, establece que 

 

No se consideran Patrimonio Cultural Sumergido los bienes hallados que sean 

producto de hundimientos, naufragios o echazones que no hayan cumplido 100 

años a partir de la ocurrencia del hecho, los cuales se regulan por las normas del 

Código de Comercio y los artículos 710 y concordantes del Código Civil en 

cuanto a su salvamento, y por las demás normas nacionales e internacionales 

aplicables. Tampoco se consideran aquellos bienes hallados en hundimientos, 

naufragios o echazones que hayan cumplido más de 100 años a partir de su 



ocurrencia, y que no reúnan las condiciones para ser considerados 

pertenecientes al Patrimonio Cultural Sumergido (Artículo 2º) (Ley 1675, 2013). 

 

De igual forma, la norma define las actividades sobre el patrimonio cultural 

sumergido, autorizando la exploración, intervención, aprovechamiento económico 

y la preservación, aclarando que el aprovechamiento económico ha de efectuarse 

mediante la exhibición, o divulgación al público, sea in situ o en infraestructuras 

culturales como museos. 

 

Asimismo, establece que los métodos utilizados para ejercer dichas actividades 

deben garantizar el menor deterioro posible para lo cual deberán valerse de las 

técnicas y procedimientos arqueológicos internacionalmente reconocidos y 

aceptados, lo que confluye de manera expresa con la normatividad internacional 

analizada. 

 

De igual forma, contempla el método para autorizaciones y contratos relacionados 

con el Patrimonio Cultural Sumergido, indicando de manera expresa que el 

contratista deberá entregar al Ministerio de Cultura la totalidad de los materiales 

que sean extraídos (Articulo 14) (Ley 1675, 2013) lo que es acorde con los 

mecanismos de protección instituidos por el derecho internacional toda vez que 

evita el tráfico ilegal de bienes constitutivos de patrimonio cultural sumergido. 

 

En adelante, se refiere a las Faltas y delitos contra el patrimonio cultural 

sumergido, estableciendo el régimen de sanciones, lo que se encuentra conforme 

a los acuerdos internacionales estudiados. 



Como corolario de lo anterior, las normas internacionales aplicables a Colombia 

relacionadas con Patrimonio Cultural Sumergido en razón a las ratificaciones, 

adhesiones o aceptaciones realizadas se pueden sintetizar en la siguiente tabla: 

 
 
 

 

Tabla 1 Normas internacionales de aplicación en Colombia sobre Patrimonio Cultural y Patrimonio 
Cultural Sumergido 

 

Nombre    Ratificación,  Aplica en  Comentarios 
Convención   Adhesión  o  Colombia   

      Aceptación  Por   

      Colombia      

      SI  NO  SI NO  

Convenio sobre la   NO   NO  

protección de las        

instituciones          

artísticas   y        

científicas y de los        

monumentos          

históricos (1935)        

Convención para SI    SI   

la protección de 
       

       

los   bienes        

culturales en caso        

de   conflicto        

armado (1954)         

Convenio Cultural   NO   NO  

Europeo con el        

objeto de adoptar        

una política  de        
acción  común        

encaminada  a        

salvaguardar  la        

cultura europea  y        

fomentar   su        

desarrollo (1954)        

Convención sobre SI    SI   

las medidas 
 

que 
       

        

deben adoptarse        

para prohibir e        

impedir   la        

importación,  la        

exportación y la        
 



transferencia de 
               

               

propiedad ilícita                

de   bienes                

culturales (1970)                

Convención para  SI   SI     

la Protección del                

Patrimonio                  

Mundial Cultural y                

Natural (1972)                 

Recomendaciones     NO      NO     

de seguimiento al 
               

               

compromiso                 

adquirido en la                

convención para                

la protección de                
los   bienes                

culturales (1973)                

Convención sobre     NO     NO    

la defensa del                

patrimonio                  
arqueológico,                 

histórico y artístico                

de las naciones                

americanas                  

(1976)                   

Convención de las     NO      NO     

Naciones Unidas 
               

               

sobre  el Derecho                

al Mar (1982)                 

Convenio       NO     NO    

internacional                 

sobre búsqueda y                

salvamento                  

marítimo (1979)                

Convención para     NO      NO     

la Unificación de 
               

               

ciertas  reglas                

relativas al auxilio                

y salvamento                

marítimo (1910)                

Convenio       NO     NO    

Internacional                 

sobre  salvamento                

marítimo (1979)                

Convenio sobre     NO      NO     

los   bienes                



culturales robados 
     

     

o exportados      

ilícitamente (1995)      

Convenio entre SI  SI   

las Repúblicas de      

Colombia y del      

Ecuador para la      

recuperación y      

devolución  de      
Bienes Culturales      

robados (1996)       

Convención sobre  NO  NO  

la protección del 
     

     

patrimonio cultural      

subacuático       

(2001)         

Convenio marco  NO  NO  

sobre el valor del      

patrimonio cultural      

para  la sociedad      

(2005)         

Convención sobre 
     

SI  SI   

la protección y 
     

     

promoción de la      
Diversidad de las      

expresiones       

culturales (2005)      

   Fuente: Elaboración propia    
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